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DECISIONES DE LA COMISION EUROPEA DE
DERECKOS HUMANOCS

l. Decmanda (ntecsstatel: Francle, Moruega, Dinamerca, Suecla y Paises Bajos
©. Turguin: :

La Comisién Europea se pronuncié a favor de la declaracién de la admisibilidad

-de la reclamacién interestatal presentada contra Turquia (nums. 9940-9944/82); ios

denunciantes alegaron la Infraccién por parte de las autoridades turcas de las

. disposiciones sigulentes: articulos 3, 5, 6, 9, 10 y 11 y par. 3 del articulo 15.

La Comisién Interpreté el cardcter de las obligaciones estatales. El goblerno
turco adujo el principlo de reciprocided» que se incluia en la ratificacién francesa
del Convenio, y que formulaba una reserva en relacién con el articulo 15 del
Convenio; en dicha reserva especificaba el goblerno francés que las circunstan-
clas enumeradas en el articulo 16 de la Constitucién, desarrolladas por el articu-
lo 1 de la Ley de 3 de abrii de 1978 y por la Ley de 9 de agosto de 1849 para el
establecimlento del estado de excepcién, y por el articulo 1 de la Ley 55-385,
de 3 de abril de 1955, para la declaracién del estado de urgencia. La aplicaci6n
@ interpretacién de dichos textos debia interpretarse conforme al objeto del ar-
-ticulo 15 del Convenio.

La tesis del goblerno turco, invocando el principio de reciprocldad conforme
al articulo 21 (1) del Convenlo de Viena, relativo al Derecho de Tratados, consi-
deraba que Francia no debfa haber procedido a la denuncia de los hechos cubier-
-tos por la reserva francesa. La Comisién no admitié la argumentacién turca, pues
conslderé que el Convenio Europeo establece un sistema de denuncla ‘colectiva;
este sistema de garantia colectivo no se fundamenta en derechos reciprocos.
El Convenio conflgura unas obligaciones estatales de caricter cbjetive, pues
.pretende la defensa de los derechos de los particulares victimas de violaciones
por parte de los Estados. £sta interpretacién de principio implica que los Estados
.no pueden sustraerse del cumplimiento de sus obligaciones invocando las even-
tuales obligaclones bllaterales de las Partes en tratados multilaterales. Principio
no aplicable respecto de las obligaciones estatales derlvadas de Convenio. El
.objetivo primordial y primario que persigue el texto -no es, pues, el estableci-
miento de obligaclones estatales reciprocas o la creaci6n de derechos entre las

Partes, sino la proteccién eficaz de los derechos fundamentales ed los particu-
lares {1). : .

(*) Protesora de Derecho Internacional Publico. ‘Universidad Complutense. -
(1) Véase par. 39 de Ila decision de admisibilidad.

601

1



JURISPRUDENCIA

Esta interpretacién de la Comisi6n sobre la naturaleza objetiva de {as obliga-
clones del Convenio tlende a subrayar el cardcter constitucional de!l Convenio,
ya indlcado en los otros dos asuntos interestatales num. 788/68 de cAustria
c. Italla> y en el de «Irlanda ¢. Reino Unido- (2).

En cucmto o lo oltuce’dn ectual en Turgulis:

1a Comislén de Cuestiones Politicas y la Comlsién de Cuestiones Juridicas
ha elaborado un Informe sobre la situacién actual en Turquia. La Asamblea Parla.
mentarla habfa confiado a dos relatores la reallzaclén de una misién de Investiga-
cién —que se efectud «in situs— y que finalizé6 el S y 9 de marzo de-1985. De
dichos informes se desprende que la situaclén turca ha evolucionado- globalmente
hacia una mayor democracia; no obstante, no puede afirmarse que el proceso
haya culminado.

El propio Consejo de Europa es consciente de que debe apoyar al pueblo tur-
co en aras del pleno desarrollo y respeto.de los derechos humanos. Pues fa
situacién violatorla todavia existente no se conforma con las" exlgenclas del .pro-
plo Estatuto de dicha organlzacién.

El relator Stelner, en su exposicién, reconoce expllcltamente la evoluclén al-
canzada; sin embargo, sugiere a la Asamblea que vuelva a conflar a las dos Ceo-
misiones la vigilancla estrecha del actual proceso turco, para que éstas puedan
en el futuro, redactar un nuevo Informe.

Es de notar que la loy marcisl ha sido levantada en provincias densamante po-
bledas, de modo que puede afirmarse que un 40 % do la poblaclén no sufre- Iaa
-restricclones de la citada ley.

Aun asf, los gobernadores civiles prosiguen ejerciendo sus facultades, en Ias
provinclas en que todavia rige la ley marclal; dicho ejercicio afecta sin duda a la
vida politica, muy especlalmente en lo que ataiie a la segurldad, ]ustlcla yala
libertad de prensa.

Ademés, es de notar que no existe por el momento certidumbre de una pdsl-
_ble ravocacién de la citada ley. En consecuencla, la poblacién. turca se ve notable-
mente afectada en el ejercicio de sus libertades clviles; especialmente. criticable
es la sltuacién de los detenidos y condenados por haber hechos piblicas: sus
opiniones politicas. En este aspecto se requlere la pronta. garantia de las condi-
clones proplas de una sociedad democréatica. La posibllidad de una cmmistia “go-
rawal, hoy por hoy, no parece factible, ya que la propla Constitucién en sus ar-
ticulos 14 y 87, la obstacullzan. Las autoridades turcas deberfan paralizar todos
-los procedimientos incoados, por dslltes da opinién, deblendo ser, en estos casos,
Jas victimas puestas en libertad o condonadas. .

En cuanto a la literted do agprecién, cabe sefialar un lncremento en su libre
sjerciclo tanto por particulares como por la prensa, ain asfi los gobenadores mi-
litares siguen censurando esta dltima, a pesar de no existir ya interdicciones
expresas. En cuanto a los madios do Informecién, de la radlo y televisién estén

(2) Annuolro do lo Convontion ouropéonns des Drolts de I'Hommo, vol. 4, pp. 116-140, Publictions
60 lo Cour Buropécano dao Drolic do I'Homma, Série A, n. 25.
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en manos del goblerno, de modo que no se garantiza la igualdad en el acceso a
dichos cauces informativos. Por lo que respecta al sistema panltenciario, cabe:
apuntar que se observa cierta mejoria en la situacién que ha podido ser compro-
bada merced a las visitas sin previo preaviso que han efectuado a las comislones-
de control «in situ-, La Comislén Investigadora, presidida por Akarcall, asi lo ha
hecho constar. Este control ha impulsado un trato més favorable a los detenidos,
y prueba de ello es la investigacién de las acusaciones de tortura y de malos
tratos contra la policia turca. (En el periodo de septlembre de 1980 a noviembre
de 1984 se habfan presentado, 917 acusaclones por estos hechos.) Por otra parte,
y en relacién con la situacién de las personas en detencl6n preventiva, se ha
rebajado el perfodo autorizado a diez dias, prorrogables a otros diez, asi informé6.
el Primer Ministro, a la Comisién de Cuestiones Juridicas; esta reduccién se ha
operado en la préictica, a pesar de no haberse procedido todavia a la oportuna
modificacién legislativa, pues la ley continia autorizando la detencién durante
45 dfas (3).

il. DURACION EMCESIVA DEL PRCCEDIMIENTO:
Acunte Denicl VALLON o. Iella.

La Comisién, en su Informe de 8 de mayo de 1984, en el asunto nim. $521/81,
se pronunclé a favor de la reclamaclén presentada por Vallon contra Italla. -

HECKOS

€l reclamante detenldo y encausado por homicidio por las autoridades italianas
en Génova, A pesar de haber sido solicitada su extradiccién por las autoridades-
francesas, por ser nacional suyo, las autoridades italianas denegaron la solicltud
de extradiccion para evitar que le fuera Impuesta la pena capital, que aunque.
prohibida por la Constitucién italiana no estaba derogada en el orden. francés..

E! reclamante encausado fue trasladado a prisién el 16 de marzo de 1982, para
cumplir una condena de 14 afios por homicidio. Los sucesivos recursos -Inter-.
puestos para impugnar esta decisién fueron desestimados, slendo la decisién de-
finitiva en enero de 1983.

La Comislén declar6 la reclamacién admisible en octubre de 1983, y en su.
informe constaté los hechos alegados por Vallon, declarando la Infracclién del
par. 3 del artfculo 5 y del par. 1 del articulo 6 (4).

(3) Vvéasse el Informe del relator Stelner, Conseil de I'Europe A blée Parlem ira, Repport ,
our lo oltuation on Turgulo, en Doc. 5378 du 25 mars 1985, pp. 1-16. .
(4) Commission Européonne dos Drolto de 1'Homme, Requdt N.° 9621/81 <Danlel Vallon c. Italles,

Resport do 1o Commioolon —adopté le 4 mai 1984—, pars. 13-31, pp. 4-9.
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DERECKO

A. En cuonmto a la detorminecién dal carécter razongble del pericde trenscurrido
an oltuselén ds datencién preventiva:

La Comisién tomé en consideracién el periodo en que habia permanecido
Vallon en dicha situaci6n, considerdndolo iniciado el 26 de junio de 1979, a pesar
de que el reclamante se hallaba ya detenido con anterioridad a dicha fecha, por
un periodo de dos afios y siete meses, a titulo extra-adicional; el periodo que
fue tenido en conslderacion finaliz6 en el momento en que se dict6 la sentencia
condenatoria en primera instancia, computénédose, por consiguiente, un perfodo
de dos afios, ocho meses y diecislete dias.

Para determinar el eventual exceso en el plazo, la Comisi6n no procedi6 a
analizarlo <en abstracto-, sino en atencién al cardcter de las instanclas que
intervinieron en este litigio. Subray6é al efecto la distinta naturaleza del plazo
del artfculo 5 con el establecido en el par. 1 del articulo 6 (5).

La Comisién hubo de analizar la presunta comgplsjided del presente asunto
debida en gran parte a la falta de colaboraciéon de las autoridades francesas con
las italianas, para la ejecucion de las comisiones rogatorias. De hecho el tribunal
genovés tuvo que pronunciarse sobre la puesta en libertad solicitada por el
Interesado, previamente incluso al inicio del periodo de instruccién. La Comisién
no consider6 necesario pronunciarse sobre la convenlencia de las comisiones
rogatorias que fracasaron ante la actitud de las autoridades francesas, y no se
conoclié su procedencia, pues estim6 que se trataba de un pronunclamiento sobre
el fundamento de dichas medidas y se escapaba de su competencia. Admite, en
principlo, las facultades eventuales de las autoridades internas cuando estén
fundadas en su preocupacién de conferir la necesaria celeridad al procedimiento.

o obstante, la Comisién interpreté en el presente asunto rigurosamente el
plazo, habida cuenta de la situaci6n de privacién de libertad previa en que se
hallaba el Interesado. £ imputa a las autoridades italianas negligencia en 1a dura-
cién del periodo de detencién preventiva, infringiéndose, por tanto, el par. 3
del articulo 5 (6).

B. Gn cusmio a la eventuel dureciém exceslva dsl procedimlento:

Lla comisién conslder6 que el procedimiento finaliz6 en el momento en que le
fue comunicado al Interesado la sentencia; motivada asi, el periodo transcurrido
fue de tres afios y siete aiios.

En lo relatlvo al desarrollo del procedimiento: La Comisién estimé que el
plazo de ocho meses en que se dilat6 el procedimiento de instrucclén era impu-
table a las autoridades italianas y fue tenido en conslideracién a efectos del
cémputo global.

(5) Ibidem, pars. 44-65, pp. 13-18.
(6) Ibldem, pars. 46-50, pp. 13-14.
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Sin embargo, no constaté que los procedimientos celebrados ante las instan-
cias ulterlores fueran excesivos, pues los plazos suplementarois en la instancia
de apelacién eran necesarios, y, por tanto, se hallaban plenamente justificados (7).

En conclusién, la Infraccién del par. 1 del art. 6, sélo se produjo en virtud de
la actuacién de las autoridades instructoras del asunto que pudieron haber evita-
do su prolongacién innecesaria si hubiesen sido conscientes de que la ejecuci6n
por la iIntervencién de distintas comisiones rogatorias se verla obstaculizada por
motivos de orden publico francés (8).

DECISIONES DEL TRIBUMAL EUROPEQ DE DERECHOS HUMANOS

|. DERECHO A LA VIDA PRIVADA DEL PADRE DE UNA DEFICIENTE MENTAL.
Asunto X o Y c. Peises Bajos.

La sentencla de 26 de marzo de 1985 en el asunto <X e Y c. Paises Bajoss
se reflere a si el ordenamlento holandés protegia penalmente el <derecho a la
vida privada- conforme al articulo 8 del Convenio.

HECHOS

El reclamante «X» denunclé a los Paises Bajos. La demanda es elevada ante
la Comisién en enero de 1980, en nombre propio y en nombre de la victima di-
recta, su hija, enferma deficiente.

En su reclamacién invocé la Infraccién del articulo 3 del Convenio, pues con-
sider6 que su hlja fue -objeto de «tratos Inhumanos y degradantess, asi como
victima de! derecho a su vida privada, conforme al articulo 8 del Convenlo.

La victima directa, «Y», enferma mental, era objeto de tratamlento en un esta-
blecimiento de disminuidos siquicos donde fue sometida a abusos deshonestos en
diciembre de 1977, a la edad de 16 afos. Como consecuencia de estos hechos el
padre de la victima denunci6 este acto, por la falta de capacidad mental de la
victima.

A pesar de que la denuncia paterna se efectué a las veinticuatro horas de
los hechos, las autoridades holandesas consideraron que debfa de haber sido la
victima, qulen personalmente, hublera interpuesto la denuncia. Esta tesis, adu-
ctendo 1a necesidad de la interposicién personal de la demanda dentro del tiempo
atll, se fundaba en el articulo 248 del Cédigo Penal. jExistia, por oonslgulente.
una laguna legal que no cubria el presente supuesto?

El 'reclamante denunciaba, ademds, la Inexistencia de un recurso efectivo ante
{as autoridades internas y, en consecuencla, e! trato discriminatorio contrario af
articulo 14, por la sltuacién litigiosa denunciada.

(7) Ibldem, pars. 51-64, pp. 14-18.
(8) Ibldem, par. 65, pég. 18.
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DERECKO

La Comisién declaré6 la demanda admisible e! 17 de diciembre de 1981, segin
el reclamante; el derecho a la vida privada implica que los padres puedan ejercer
el oportuno recurso como consecuencia de las acciones de abusos sexuales, de
que pudieran ser objeto sus hijos, especialmente, como en el caso presente, en
el que la victima directa no habia alcanzado la mayoria legal, y en el que el
padre ejercia su representacién legal.

En su informe la Comisién declar6 que el padre tenia derecho al ejercicio
de la acclén y, en consecuencla, se pronunclé, por unanimidad, respecto a la
violacién de su derecho a la vida privada.

No obstante, no considero procedents, la alegaci6én relativa al trato Inhumano
o degradante eventualmente infringido a su hija. Asimismo descarté el examen
de la reclamaclén en virtud de las alegaclones de violacién de las restantes
disposliciones invocadas (arts. 14 conjugado con los arts. 3 y 8; y respecto a la
Inexistencla del recurso interno, art. 13).

A. En cusmio a la eventuel viclecién del articulo 8:

El Tribunal consider6 evidente que no era preciso entrar a analizar la cues-
ti6n relatlva a la aplicabilidad de la disposicién del articulo 8 que garantiza el
derecho a la vida privada. Este punto tampoco fue controvertido por las Partes.

Ahora blen, en cuanto a la eventual conculcacién del derecho del Padre, el
Tribunal considera que en virtud del articulo 8 los Estados se hallan obligados
a adoptar todas aquellas medidas de caracter positivo que fueren necesarias para
la eficaz garantia del derecho. El Estado no puede justificar la ausencia de viola-
clén arguyendo la mera abstencién en la vida privada del reclamante. El articu-
lo 8 exige una actitud positiva del Estado que no se satisface por la mera sno
injerencla> en las vidas particulares de los individuos. Es més, las relaclones
interindividuales requieren, en ocasliones, como la presente, que el Estado hu-
blere adoptado una actitud positiva aprobando las medidas adecuadas a los
efectos del articulo 8 (9).

B. Gn cuemo & ia leguns logeal:

€] Tribunal se pronunclé a favor del reclamante, pues estim6 que la regula-
cién vigente, en lo que se reflere a la garantia de derechos que- revisten un
caricter tan fundamental y esencial en la vida privada, no era suficlente. lLa
proteccién mediante una garantia clvil no se adecua a la protecclén necesaria
de valores tan fundamentales, frente a este tipo de acciones abusivas. En estos
supuestos, se precisa que sea la propla legislacién penal la que tipifique y

(9) Sentencla de 25 de marzo de 1985, en Publicotions de la Cour Européennc des Droits da
I'Homme, Sérle 3, n.o 91, pars. 21-23.
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establezca las medidas preventivas adecuadas para la defensa de estos valores.
El Tribunal, en consecuencla, se pronuncié contra la mera regulacién civil de
ostos hechos, estimando necesaria el establecimiento de la proteccién suficlente
en la via penal (10).

C. En cusmo a la inedocustiSn ds la legislacién holendecn:

‘La disposicién aplicable al caso para el inicio de da accién por la comlisién
de abusos deshonestos, era el articulo 248 del Cédigo holandés penal; ahora
bién, éste no facilitaba la acclén por parte del ifscal. Y ello, puede deducirse de
1a desestimacl6én del Tribunal de Arnhem, en su sentencia de 12 de julio de 1979,
del recurso presentado por el padre de la victima para Impugnar la declisién del
fiscal de no persegulr al autor «B=, de los abusos sexuales.

El Tribunal declaré 1a violacién del articulo 8 en la persona de «Y», ante la
laguna legal existente y que impidié la eficaz proteccién en este caso concreto (11).

D. Gn cucnie & In cventual vieleclén dal articulo 14, cenjugedo con @i articuio 8,
an la porcona ds aVw:

Confirmando su anterior furisprudencia el Tribunal no se incliné a favor del
examen combinado de esta disposicién, pues consideré que en el presente asunto
la constatacién de esta infracclén no presupone un aspecto fundamental del liti-
glo, pues para que e} Tribunal proceda a su examen es preciso que la desigual-
dad de trato en el disfrute de un derecho constituya un aspecto formal de la
causa (12).

E. En cucnto @ (o oventus! Infrecclén dal articuleo 3, examinado Indlvidusimonts
o conjugads con of arfeuio 14, en la porsons do aYn:

Asimismo el Tribunal consider6, que una vez constatada la infraccién del ar-
ticulo 8, no era preciso proseguir el examen de la alegacién relativa a la pre-
sunto Infracclén del artfculo 3. En igual sentido se habfa previamente manifes-
tado la Comisién {13).

F. B cuomo oAﬂo cvordual (nivneclén dsl exiculo 93, en relecién de «Vn:

_ €1 Tribunal no consider6 conveniente el anslisis de la presunta Infracclién del
artfculo 13, pues estimé que la ausencia del adecuado recurso en el orden ho-
I_ar_\dés se habla comprobado previamente en relacién del artfculo 8 (14).

(10) Ibidem, pars. 24-27.

(11) Ibldem, punto 1 del disposltivo, y pérrafos 28-30. T T
(12) 1bldem, pars 31 y 32 y punto 2 del dispositivo.

{13) Ibldem, punto 2 del dispositivo y pars. 33 y 34.

(14) 1Ibidem; pars 35 y 36 y punto 2 del dispositivo.
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G. En cuanto ® los perjuicios sufridos por «X}n»:

A pesar de haberse inicialmente presentado este aspecto de la reclamacién,
los asesores de los reclamantes no desarrollaron ni llamaron la atencién del
Tribunal durante la celebraci6n de la vista para el examen de esta cuestion, por
ello el Tribunal consideré innecesario proceder a pronunclarse al respecto (15).

H. En cuanto a la sventual aplicaciéon de! articulo 50:

El Tribunal consideré admisible la reclamacion de reparacién, y en virtud de
la facultad que le confiere el articulo S0, estim6é que habia lugar a una repara-
cién que debia conferirsele a 1a victima en virtud del «dafio moral» sufrido. El
monto de la indemnizacién se establecié en 3.000 florines holandeses que el
gobierno debera atribuir a la victima (16)}.

0. RESTRICCIONES A LA UIBERTAD DE EXPRESION.
Asunto BARTHOLD c¢. Republica Federal ds Alemanla.

El Tribunal, en su sentencia de 25 de marzo de 1985, constaté {a infraccién por,
parte de la Republica Federal de Alemania del articulo 10 en su primer pérrafo,
debido a que las restricciones impuestas a Barthold para efectuar determinadas
declaraciones. Se invocaron a tal fin el c6digo de deontologfa y la ley de concuv-'
rrencla desleal que conculcaban la «libertad de expresiéns garantizada en. el
Convenio (17).

HECHOS

El reclamante dirigia en Hamburgo una clinica veterinaria. En Ia publlcaélén
periédica Hamburger Abendblatt se publicé un articulo en el que se daba a cono-
cer las pricticas veterinarias del reclamante, asi como su opinién respecto a la~
necesidad y conveniencia de! establecimiento de un servicio veterinario noctur-
no regular.

Barthold, fue acusado por la asociacién, que velaba por la concurrencla leal,
ante las instanclas civiles hanseéticas. ’

Esta asoclacion, contra la competencia desleal, consldaré que este artlculo.
en el que se incluia tanto la foto del reclamante como el nombre de su centro
de antenclén veterinaria, suponian una violaci6én de las reglas de deontologia
infringiendo el articulo 1 de la ley contra Ja concurrencia desleal, por tratarse
realmente de una publicidad encubierta.

(15} 1bldem, par. 37 y punto dispositivo segundo.

{16) Ibidem, pars. 38-40 y punto tercero del dispositivo.
(17) Sentencia de 25 de marzo de 1985. en Publ. Cour Eur. D. H., Sérle A, n. B0.
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Finalmente, el reclamante fue instado por el tribunal- de -apelacién hanse4tico,
que suscriblé las conclusiones de la asociacién, a8 no pronunciarse nuevamente
ante la prensa bajo pena de multa o detencién. A pesar de. recurrir ante el Tri-
bunal Constitucional, Barthold no obtuvo la estimacién de su recurso (18).

DERECKD

E! reclamante alegé en su reclamacién de 13 de julio de 1979, la infraccion
del articulo 6, que garantiza el.ccarécter equitativo del procedimientos, el ar-
ticulo 7 que prescribe la irretroactividad de- las leyes penales», el articulo "9
que garantiza «la libertad de pensamiento», el articulo 10 que garantiza «la liber-
tad de expresién y, por ultimo, el articulo 11 que protege. <la libertad de aso-
claciéno,

De las alegaciones presentadas, la Comisién sélo retuvo las relativas al ar-
ticulo 10, y se pronunci6 en su informe de 13 de julio de 1983, y por unanimidad
a favor de la pretensién de Barthold, en relacién con la infraccion de su derecho
a «la libertad de expresién-. ’

A. En cuanie a la cplicebllided de! articulo 90 &) presente asunto:

Esta cuestién se refiere al fondo del asunto, y, en consecuencia, el gobierno
no se hallaba precluido, pudiendo suscitar esta cuestién con independencia de
la actitud que previamente hubiese adoptado. E! Tribunal estimé que el articu-
lo 10 era aplicable en 1a especie, y no consider6 necesario dilucidar si la publi:
cidad por si misma y, en el presente asunto, estaba recubierta de la garantia
adecuada. Las declaraciones, que fueron objeto de la demanda interpuesta contra
Barthold, debfan considerarse, en su <conjuntos, y constituian manifestaciones
de su opinién sobre cuestiones que eran de interés general. Desestimando, de
aste. modo, la argumentacién de- la jurisdiccién alemana que disociaba los ele-
mentos =opinién» y scomunicacién» de la informacién, a efectos publicitarios (19):

B. Bn ecuemto a la ssventual Infraccién del articule 10:

E! Tribunal entendié que la estipulacién prescrita en el par. 2 del articu*
lo 10, no permite una Interpretacién amplia de las posibles injerencias del estado
an- el disfrute del derecho, que deberdn siempre observar las garantias adecuadas
al par. 2. En este caso, la injerencia en el derecho a la libre expresi6n de Barthold
se produjo con motivo de la sentencla que el tribunal de apelacién hanseatico
pronuncié, el 24 de enero de 1980. £n la que suscribié las conclusiones de la
asoclacién de lucha contra la concurrencia desleal.

(18) La Comislén declaré Inadmisibles estas alegaciones el 12 de maﬁo de 1981, y._elev6. el.

presente asunto ante el Tribunai el 12 de octubre de 1983.
(19) Publ, Cour. Eur. D. H., Série A, n. 90, pars. 40 y 41.
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a) En cuento a o cheervencls de les geventfas <3l per. 2:

En cuanto a la opreviclén por leys do la Injerencla: Esta exigencia de la previ-
slén legal de la injerencia de conformidad con el articulo 10(2), se respet6 en
el presente asunto, pues la sentencia del tribunal hanseético, se limité a aplicar
la ley vigente. Las disposiclones, en cuestién eran auténticas leyes y, en conse-
cuencia, el reclamante tenfa acceso a las mismas y podia preveerlas. Aunque
el Tribunal admite que, en ocaslones, la interpretacién de los términos pudiera
diferir, dada la Imprecisién de los términos. Por ello, e! Tribuna! dedujo que no
se podia aflrmar la conculcaci6én en este sentido de la normativa interna y, por
tanto, descarté la inobservancia del par. 2 del articulo 10 en este aspecto (20).

b) En cuonto a la ilegitimided do la restriccién.

£l par. 2 del articulo 10, exige que la Injerencia en la libertad de expresi6n
se funde en un fin legitimo. En este caso el fundamento de la decisién judicial
impugnada fue legitimo, pues el tribunal s6lo pretendi6 defender los intereses
de terceras personas, y a tal fin se propuso evitar que el reclamante pudlera
benoficiarse comerciailmente mediante las declaraciones efectuadas a la prensa
an detrimento de sus colegas. Este objetlvo es, segin el Trlbunal p|enamente
compatible con e! espiritu del articulo 10.2 (21).

c) En cuante @ lo necesided d2 lo madida:

La Interdiccién impugnada debia .de examinarse en:raz6n de -si ‘era real-
mante necesarla an el presente asunto. £l Tribunal procedi6 a analizar esta res-
triccién en el contexto en que fue adoptada. Asl pudo constatar que se trataba
de declaraciones sobre un tema de en el que la opinién publica se hallaba inte-
resada. De ahf la voluntad del periédico de contribuir a aclarar esta situacién,
Instando a especlailstas a pronunciarse sobre el tema. Ademds, la aétitud del
Barthold no era desconoclda, ya que anterlormente habfa manlfestado Igual
criterio en la asociacién profesional.

€l Tribunal subrey6 la Importancia fundamental que la libertad de expresién
reviste en una socledad democrética, en la que se erige como pilar basico para
potanclar el desarrollo pleno del individuo. De ahf, que cuando se procede: 'a su
restriccién, deba necesariamente inspirarse cualquier eventual restriccién en
razones convincentes, de conformidad con el par. 2 del artfculo 10. El Tribunal
se pronunclé, pues, a favor de unainterpretacién flexible de la libertad de ex-
presién, y en este sentldo entendlé que la publicidad referida a las profesiones
liberales en las que el debate publico de las cuestiones relativas al colectivo
profesional es fundamental, a pesar de que dicho debate pueda producir deter-
minados efectos publicitarios. La Interpretacién del trlbunal hanseético no se
Inspir6 en estos criterios, sino que mediante una Interpretacién, que segln el
Tribunal europeo, fue excesivamente rigida, se amparé en el objetivo de evitar

(20) tbidem, par. 42.
(21) Ibldem, par. 43.
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la concurrencia desleal, no estableciendo un justo equllibrio entre los intereses
en juego. Esta aplicacién rigida tlende a Impedir que la prensa lleve a cabo su
tarea de control y cumpla con su deber de Informar (22).

E! Tribunal concluyé, hablda cuenta de las consideraciones expuestas, que
las Interdicclones incriminadas no fueron proporcionadas al fin legftimo perse-
guldo, ni necesarlas en una sociedad democrética, para la protecclén de los
derechos de terceros, y declaré la infraccién del articulo 10 (23). -

C. En cuznio a fa eventusl infrecclén dal exticule 11:

El Tribunal suscribl6 plenamente la tesis de la Comisién, y por unanimidad
no procedié a examinar esta cuesti6n, por considerar que este perjuiclo habia
sido declarado inadmisible y, por tanto, no debfa considerarse su andlisis como
objeto del litigio, que le habia sido elevado (24).

D. En cucntw & (g eventuel eplicecién dsl erticulo 50:

El Tribunal no estimé oportuno pronunciarse en la sentencia relativa al fondo
sobre sl habfa o no lugar a una reparacién, en aplicacién del articulo 50, e inst6
al interesado para que en el plazo de dos meses propusiera al Tribunal la soli-
citud de reparacién, asf como la transmisién de cualquiér informacién que se
reflera a la mediaci6én de un acuerdo al respecto entre las Partes (25).

(22) Ibidem, pars. 44-49.

{23) Ibldem, pars. 50 y S5f.

(24) |bldem, pars. 52-59 y punto primero del dispositivo. .
{25) Ibidem, pars. 60-61 y punto 2 de! dispositivo. L
(26) ([bidem, pars. 62 y 63, asl como e] punto tercero del dispositivo.
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